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Con base en lo expuesto, podría decirse que la procedencia de la acción de tutela por mora judicial está sustentada en el retardo injustificado por parte de la autoridad judicial en la omisión de adelantar las actuaciones que tiene bajo su cargo y, a su vez, que dicha tardanza no sea atribuible a la parte activa del litigio. Descendiendo al caso concreto, se tiene que la razón por la cual la tutelante acude ante este juez constitucional, se contrae al hecho de que la autoridad judicial demandada no ha resuelto de manera oportuna el recurso de alzada formulado contra la decisión del 26 de octubre de 2016, en la que se aprobó la liquidación del crédito presentada por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá. (…) [L]a Sala encuentra que el Tribunal accionado no ha dilatado de manera injustificada la resolución del recurso de apelación, pues si bien el expediente le fue repartido en primera lugar a un Magistrado de Descongestión, lo cierto es que la competencia para resolver dicho recurso recaía directamente en el Conjuez Ponente del proceso, en virtud de que los Magistrados del Tribunal se encuentran impedidos para conocer del trámite del proceso. (…) En el sub judice (…) [L]a tardanza del Tribunal accionado está justificada y no es atribuible a su negligencia y omisión en el ejercicio de sus funciones. Teniendo en cuenta lo anterior, no se aprecia que exista una dilación injustificada por parte del Conjuez Ponente, en razón a que se han surtido las etapas procesales pertinentes desde el 12 de junio de 2018, fecha en la que asumió conocimiento del expediente y, luego de ello, por auto de 16 de noviembre del año en curso, dispuso que la Oficina de Apoyo de la Sección Segunda, Subsección “B”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca confrontara y verificara la liquidación presentada por el Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, previa revisión que deberá efectuar la Contadora Liquidadora de la Sección Segunda de esa Corporación, con el fin de resolver el recurso de apelación con apego a las normas aplicables al caso y teniendo de presente la liquidación correcta que llegare a presentar la aludida dependencia. (…) En conclusión, la Sala negará la protección de derechos invocados en la presente acción de tutela por cuanto no le asiste razón a la parte actora, al afirmar que existe una mora judicial por parte de la autoridad judicial accionada.
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Procede la Sala a resolver la solicitud de amparo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política y los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015
. 

I. ANTECEDENTES

1.1. La Tutela
MARTHA INÉS ÁLVAREZ DEL CASTILLO, actuando en nombre propio, promovió acción de tutela el 1º de noviembre de 2018 en contra de la Sala de Conjueces de la Sección Segunda, Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia.

Manifestó que tales derechos fueron desconocidos por la mencionada autoridad judicial al no resolver el recurso de apelación interpuesto por la accionante contra el auto de 26 de octubre de 2016, proferido por el Jugado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, que improbó la liquidación del crédito presentada por la tutelante dentro del proceso ejecutivo radicado bajo el número 11001-33-31-710-2009-00152-01, en el que la tutelante funge como parte ejecutante y como ejecutada la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

1.2. Hechos de la demanda

Como sustento fáctico de la demanda, señaló que: 

1.2.1. La accionante, en calidad de ex Magistrada del Tribunal Administrativo de Cundinamarca presentó demanda ejecutiva en contra de la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial el 17 de julio de 2009, con el fin de obtener la cancelación de la diferencia generada por el pago incorrecto de la Bonificación por Compensación de que trata el Decreto 610 de 1998, correspondiente a los años 1999 a 2001. 

1.2.2. Dicho proceso le correspondió por reparto
 y en primera instancia, al Juzgado Décimo Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Bogotá, que en proveído de 24 de agosto de 2009 libró mandamiento de pago contra la entidad ejecutada.

1.2.3. Agotadas todas las etapas procesales, el mencionado Juzgado en fallo del 16 de diciembre de 2010 resolvió no seguir adelante con la ejecución, en virtud de que la entidad demandada ya había dado cumplimiento a la sentencia condenatoria dictada el 12 de septiembre de 2002
 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, Sala de Conjueces, y como prueba de ello aportó copia de la Resolución 1431 de 29 de enero de 2008
, en la que se establecieron los valores a liquidar, descontando los que corresponden a salud, pensión, retención en la fuente y aportes patronales en pensión.

1.2.4. Contra la providencia dictada el 16 de diciembre de 2010, la parte ejecutante presentó recurso de apelación, el cual fue desatado por la Sala de Conjueces de la Sección Segunda, Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que en proveído de 24 de julio de 2015 revocó la mencionada decisión y en su lugar ordenó la devolución del proceso ejecutivo al juzgado de origen para que continuara con el trámite de rigor, esto es, seguir adelante con la ejecución de la condena, pero sólo respecto de la diferencia que resulte del capital y los intereses debidos y el pago efectuado por la entidad demandada a la actora.

1.2.5. En razón a que el proceso había sido repartido a un despacho judicial en descongestión, el cual fue suprimido en virtud de la creación de nuevas plazas en planta, dicho expediente fue enviado por reparto al Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá – Sección Segunda, que en providencia de 29 de abril de 2016, dispuso:

«En virtud de lo dispuesto en el Acuerdo PSAA15-10402 del 29 de octubre de 2015, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a través del cual “se crean con carácter permanente, trasladan y transforman unos Despachos Judiciales”, y creó, en el numeral 6 del artículo 92, entre otros, este Despacho  Judicial, ASÚMASE EL CONOCIMIENTO de la presente actuación, que venía siendo conocida por el extinto Juzgado 10 Administrativo de Descongestión de Bogotá hasta el pasado 30 de noviembre de 2015.

Luego entonces, se DISPONE, OBEDECER Y CUMPLIR lo ordenado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda – Subsección “B” Sala de Conjueces, en providencia (sic) 24 de julio de 2015, por medio de la cual REVOCÓ la Sentencia (sic) proferida por el juzgado de Origen (sic) el 16 de diciembre de 2010. (fls. 263 al 269) 

Ejecutoriada la presente providencia y de conformidad con lo establecido en el artículo 446 del C.G.P., las partes podrán presentar la liquidación del crédito.».

1.2.6. En cumplimiento de lo ordenado por el referido despacho judicial, la parte actora presentó la liquidación del crédito efectuada por la señora Alicia Mejía Martínez, quien ejerce la profesión de Contadora Pública, junto con copia de su certificación de antecedentes disciplinarios, así como de su tarjeta profesional.

1.2.7. Con auto del 3 de junio de 2016, el mentado Juzgado ordenó correr traslado de la liquidación del crédito presentada por la demandante.

1.2.8. Mediante proveído de 23 de agosto de 2016, se ordenó la remisión de la liquidación de crédito presentada por la parte actora a la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial Bogotá – Contabilidad, con el fin de que se revisara la respectiva liquidación y, si fuere del caso, realizarla nuevamente, atendiendo lo señalado en el artículo 521 del C.P.C.

1.2.9. Con oficio DESAJ16-JA-0747 del 9 de septiembre de 2016, la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial Bogotá remitió nuevamente el expediente al Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, con una nueva liquidación efectuada por esa dependencia.

1.2.10. Por auto del 26 de octubre de 2016, el mencionado Juzgado dispuso no aprobar la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante, en razón a que en la misma no se indicó de donde se obtuvieron los valores para acreditar esa cifra, pues únicamente se hizo un cálculo matemático de la indexación de las presuntas diferencias debidas y los intereses moratorios, razones por las cuales se aprobó la efectuada por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá.
1.2.11. Inconforme con lo anterior, la parte actora formuló recurso de apelación contra esa decisión, el cual se concedió por auto del 17 de noviembre de 2016, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda. El citado expediente fue recibido por esa Corporación el 9 de diciembre de 2016.
1.2.12. Mediante escritos de fechas 22 de junio, 28 de agosto y 5 de septiembre de 2017, la parte demandante le solicitó a la Secretaría y al Conjuez Ponente de la Sección Segunda, Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que le informaran sobre el trámite impartido al recurso de apelación.

1.2.13. El 11 de septiembre de 2017, el expediente pasó al despacho del doctor Carlos Enrique Berrocal Moreno, Magistrado de Descongestión de esa Corporación
, quien en respuesta a las peticiones elevadas por la actora, indicó que los procesos que le habían sido asignados en virtud de las medidas de descongestión adoptadas, se encontraban en el respectivo turno de llegada para fallo, dando prelación a los más antiguos.

1.2.14. Posteriormente, el Presidente y el Secretario de la Sección Segunda, Subsecciones A y B, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en diligencia del 23 de mayo de 2018, realizaron el sorteo de un conjuez para efectos de recomponer el quorum decisorio dentro del proceso 2009-00152-01.

1.2.15. En atención a que las medidas de descongestión decretadas en el Acuerdo PCSJA 1710693 fueron suprimidas, el aludido proceso fue devuelto, el 12 de junio de 2018, a la Sala de Conjueces de la Sección Segunda, Subsección “B”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

1.2.16. En proveído del 16 de noviembre de 2018
, el doctor Germán Alfredo Garzón Monzón, Conjuez Ponente del citado proceso, dispuso remitir el expediente a la Oficina de Apoyo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, a efectos de que dicha dependencia confronte y verifique las liquidaciones presentadas por la parte ejecutante y la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, para así entrar a resolver de fondo el recurso de apelación presentado contra el auto de 26 de octubre de 2016. En igual sentido, se dispuso el sorteo de un conjuez para reintegrar la Sala de Decisión.

1.3. Fundamentos de la parte actora 

En criterio de la accionante, las actuaciones desplegadas por la autoridad judicial demandada vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, en tanto que se ha dilatado el trámite del recurso de apelación oportunamente presentado contra la decisión de improbar la liquidación efectuada por ésta, perjudicando en gran medida el erario, en razón a que siguen corriendo los intereses moratorios por la no cancelación oportuna de la diferencia de la Bonificación de Compensación establecida en el Decreto 610 de 1998 y demás emolumentos reconocidos en la sentencia del 24 de julio de 2015, proferida por la Sala de Conjueces de la Sección Segunda, Subsección “B” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

Como sustento de la anterior afirmación, trae a colación decisiones de la Corte Constitucional sobre la procedencia de la acción de tutela por mora judicial, entre las cuales cita las siguientes: T-431 de 1992, T-190 de 1995, T-030 de 2005, T-803 de 2012, T-230 de 2013, SU-394 de 2016 y T-186 de 2017. 

1.4. Petición de amparo

A título de amparo constitucional solicitó: 
«PRIMERA. Que se protejan mis derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia. 

SEGUNDA. Como consecuencia de lo anterior, se ordene a la Sala de Conjueces – Sección Segunda – Subsección B del Tribunal Administrativo (sic) Cundinamarca, Ponente Dr. Germán Alfredo Garzón Monzón, para que en el término de cuarenta y ocho horas (48) resuelva el recurso de Apelación interpuesto contra el auto (sic) fecha 26 de octubre de 2016 dictado por el juzgado (sic) 53 Administrativo de (sic) Bogotá D.C (sic) al interior del proceso ejecutivo promovido por MARTHA INÉS ÁLVAREZ DE CASTILLO, en contra de LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, radicado con el número 11001333101020090015201.

TERCERO (sic). En el evento en que la mencionada Sala de Conjueces no esté en ejercicio de funciones por ausencia de uno o de todos los integrantes, solicito se ordene al Tribunal Administrativo de Cundinamarca que en el término máximo de cinco (5) días contados a partir de la notificación de esta sentencia, efectúe todos los trámites necesarios para su conformación y una vez ocurrido ello, dicha Sala de Decisión, dentro del término de cinco (5) días hábiles proceda a emitir la providencia que en derecho corresponda, mediante la cual resuelva el recurso de apelación.».

1.5. Trámite de instancia

Mediante auto del 6 de noviembre de 2018
, se admitió la acción de tutela y se ordenó la notificación como demandados a la Sala de Conjueces de la Sección Segunda, Subsección “B”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

Así mismo, se dispuso la vinculación, como terceros con interés, del Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá y de la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
. 

De igual manera, ordenó requerir a la autoridad judicial demandada para que allegara un informe detallado sobre las actuaciones adelantadas por esa Corporación en relación con el trámite impartido a la apelación presentada contra la decisión de 26 de octubre de 2016, así como también informara sobre las circunstancias que han impedido decidir el mentado recurso.

En igual sentido, requirió al Juzgado vinculado para que remitiera, en calidad de préstamo, el expediente contentivo de la demanda ejecutiva radicada bajo el número 11001-3331-010-2009-00152-01, demandante: Martha Inés Álvarez de Castillo.

1.6. Contestaciones 

Remitidas las comunicaciones
, se allegaron los siguientes pronunciamientos:

1.6.1. Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá

Indicó que ese despacho judicial no ha desconocido los derechos fundamentales alegados por la tutelante, en tanto que de lo descrito en el líbelo introductorio del presente medio de amparo, las actuaciones vulneradoras de esos derechos se endilgan al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, Sala de Conjueces
.

1.6.2. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, Sala de Conjueces

En informe incorporado al expediente
, allegó copia del proceso ejecutivo radicado bajo el número 11001-33-31-710-2009-000152-01. 

Informó de manera detallada las actuaciones desplegadas por esa autoridad judicial en relación con el trámite del recurso de apelación presentado por la tutelante contra el auto de 26 de octubre de 2016 y, a su vez, envió copia de la providencia del 16 de noviembre de 2016, dictada por el doctor Germán Alfredo Garzón Monzón, Conjuez Ponente dentro del citado proceso, en la que se dispuso: (i) remitir el expediente a la Oficina de Apoyo de la Sección Segunda, Subsección “B”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, con el fin de que se confronten y verifiquen las liquidaciones presentadas ante el Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, y (ii) el sorteo de un conjuez para recomponer el quorum decisorio.

Por otra parte y en atención a lo ordenado en la providencia del 6 de noviembre de 2018, allegó copia del expediente radicado bajo el número 11001-33-31-010-2009-000152-01.

1.6.4. Pese a que la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, fue debidamente notificada
, guardó silencio.

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia
Esta Sala es competente para conocer la tutela de la referencia, de conformidad con lo establecido por el Decreto No. 2591 de 1991
, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto No. 1983 de 2017
 y por el artículo 2º del Acuerdo 55 de 2003
 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2. Asunto bajo análisis

De acuerdo con el escrito de tutela y el material obrante en el presente expediente, corresponde a la Sala determinar si las actuaciones desplegadas por la autoridad judicial enjuiciada vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia de la accionante. 

Para ello se determinará si la autoridad judicial demandada incurrió en mora judicial injustificada al no resolver de manera oportuna el recurso de apelación interpuesto contra la providencia de 26 de octubre de 2015, que dispuso no aprobar la liquidación del crédito presentada por la tutelante, dentro del proceso ejecutivo radicado bajo el número 11001-33-31-710-2009-00152-01.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) generalidades de la acción de tutela; (ii) derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia; iii) la mora judicial justificada;  y iv) el caso concreto.

3. Generalidades de la acción de tutela
Conforme lo preceptúa el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario, que permite a cualquier persona reclamar la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando quiera que resulten vulnerados por acciones u omisiones de autoridades públicas o, excepcionalmente, de particulares.

Su procedencia se encuentra supeditada a la carencia de medios de defensa judicial ordinarios o, en su defecto, a la falta de idoneidad de aquellos para evitar la consumación de un perjuicio irremediable; caso en el que se habilita su ejercicio como mecanismo transitorio, lo cual limita sus efectos futuros a la activación, por parte del peticionario, de los instrumentos jurídicos pertinentes.

En ese orden de ideas, resulta palmario que el mecanismo de amparo demanda la concurrencia de determinados presupuestos procesales que le son inherentes, como son la subsidiariedad, la inmediatez y, si es del caso, la inminencia de un perjuicio irremediable, sin los cuales no le es dable al juez constitucional inmiscuirse en determinada controversia y, mucho menos, acometer las diferentes subreglas dispuestas por la jurisprudencia en torno a asuntos como el sub examine. 

Lo anterior tiene como objetivo salvaguardar la tutela de un uso inadecuado, que podría desnaturalizar su valor preeminente y especial dentro del ordenamiento jurídico y, por contera, atentar contra el fin superior que el Constituyente le confirió.

4. Derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia

Considera la Sala necesario recordar que de acuerdo con una interpretación armónica de los artículos 229 de la Constitución
, del derecho fundamental al debido proceso
 y de los principios de la Carta Política, se ha otorgado el carácter de fundamental al derecho de acceso a la administración de justicia
.

El derecho mencionado ofrece al individuo la garantía de acudir ante el juez para que resuelva “las controversias que surjan con otros individuos u organizaciones y con el mismo Estado, ante un juez, con miras a obtener una resolución motivada, ajustada a derecho, y dictada de conformidad con el procedimiento y las garantías constitucionales previstas en la Constitución y en la ley”
.
Sobre el punto, la Corte Constitucional ha señalado que esta garantía “no puede concebirse dentro de los estrechos moldes de una posibilidad formal de llegar ante los jueces, o en la simple existencia de una estructura judicial lista a atender las demandas de los asociados, puesto que su esencia reside en la certidumbre de que, ante los estrados judiciales, serán surtidos los procesos a la luz del orden jurídico aplicable, con la objetividad y la suficiencia probatoria que aseguren un real y ponderado conocimiento del fallador acerca de los hechos materia de su decisión”
. (Negrilla fuera del texto original)
Frente a esto, debe además recordarse que de los artículos 228, 229 y 230 de la Constitución Política y el desarrollo de la jurisprudencia constitucional se desprende que el derecho a tutela judicial efectiva implica de una parte, que cuando el  “ciudadano acude a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, encuentre una respuesta rápida y efectiva a su pretensión de protección de sus derechos y garantías”
, y de otro lado, “la obligación correlativa de las autoridades judiciales de promover e impulsar todas las condiciones que sean necesarias para que el acceso de los particulares a dicho servicio público sea real y efectivo, con lo cual se deben descartar las actuaciones nominales que no logren tal finalidad. Se entiende por lo tanto que el derecho extraído por la Corte involucra la necesidad de que los jueces deriven en sus providencias la dimensión pro actione, lo que representa un avance significativo en la protección de los derechos de las personas”
.

Por ello, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 270 de 1996 Estatuaria de la Administración de Justicia
 y con sustento en los principios de celeridad, eficiencia y respeto de los derechos que rigen la función judicial, el juez, como director del proceso, debe velar por la rápida solución del caso con el fin de evitar el desgaste que representa adelantar todo un proceso para terminarlo con una sentencia inhibitoria o que termine por vulnerar los derechos fundamentales de las partes. 

Estas obligaciones del juez, se derivan directamente del papel que cumple el juez en Estado Social de Derecho, en el que “ha dejado de ser el frio funcionario judicial que aplica irreflexivamente la ley, convirtiéndose en el funcionario –sin vendas- que se proyecta más allá de las formas jurídicas, para así atender la agitada realidad subyacente y asumir su responsabilidad como servidor vigilante, activo y garante de los derechos materiales. El juez que reclama el pueblo a través de su Carta Política ha sido encomendado con dos tareas imperiosas: (i) la obtención del derecho sustancial y (ii) la búsqueda de la verdad. Estos dos mandatos a su vez constituyen el ideal de la justicia material”
.

5. La mora judicial justificada

La Corte Constitucional ha señalado que el fenómeno de la mora judicial puede llegar a violar el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, en aquellos casos en los que la dilación en el trámite de una actuación es originada no en la complejidad del asunto o en la existencia de problemas estructurales de exceso de carga laboral de los funcionarios, si no en la falta de diligencia y en la omisión sistemática de sus deberes por parte de los mismos
. 

Asimismo, el Máximo Tribunal Constitucional ha considerado que “atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales”
.

Continuando con el criterio de esa Corporación frente al particular se tiene que:

“… por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. En este sentido, en la Sentencia T-803 de 2012, luego de hacer un extenso recuento jurisprudencial sobre la materia, esta Corporación concluyó que el incumplimiento de los términos se encuentra justificado (i) cuando es producto de la complejidad del asunto y dentro del proceso se demuestra la diligencia razonable del operador judicial; (ii) cuando se constata que efectivamente existen problemas estructurales en la administración de justicia que generan un exceso de carga laboral o de congestión judicial; o (iii) cuando se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden la resolución de la controversia en el plazo previsto en la ley. Por el contrario, en los términos de la misma providencia, se está ante un caso de dilación injustificada, cuando se acredita que el funcionario judicial no ha sido diligente y que su comportamiento es el resultado de una omisión en el cumplimiento de sus funciones”.
Por su parte, la Sección Quinta del Consejo de Estado tiene una posición reiterada en relación con la existencia de mora judicial
, según la cual solo se predica si hay dilación injustificada al resolver los asuntos sometidos a la competencia del juez. Que de acreditarse esta conducta, constituye violación al derecho de acceso a la administración de justicia y de contera, al debido proceso de las partes en un proceso. 

6. Caso concreto

La Sala anticipa que las súplicas de la acción de tutela serán denegadas a la luz del siguiente derrotero argumentativo:

Inexistencia de mora judicial en el trámite del proceso ejecutivo número 2009-00152-01

La parte actora indicó que la autoridad judicial accionada vulneró sus derechos al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, con ocasión de la omisión al no resolver el recurso de apelación presentado, en su oportunidad, contra el auto de 26 de octubre de 2016, en el que se resolvió aprobar la liquidación del crédito efectuada por la Oficina de Apoyo Judicial de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá.

Como soporte de sus argumentos, transcribió apartes de varias sentencias de tutela dictadas por la Corte Constitucional (T-431 de 1992, T-190 de 1995, T-030 de 2005, T-803 de 2012, T-230 de 2013 y T-186 de 2017)

Valga la pena recordar que la posición de esta Sala de Sección
, ha sido reiterativa respecto del alcance de las sentencias de amparo, en el sentido de precisar que las mismas sólo constituyen criterios auxiliares para que el juez adopte su decisión, por lo que sólo tienen el carácter de precedente judicial aquellas que se profieran dentro de los juicios de constitucionalidad y en las que los órganos de cierre de cada jurisdicción unifiquen su criterio o postura, razones suficientes para no entrar a hacer una análisis respecto de las referidas decisiones de tutela emitidas por la Corte Constitucional a las que hacen alusión la tutelante en el escrito de la demanda.

Ahora bien, la accionante hace referencia a lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia SU-394 de 2016, en la que además de analizar otras figuras jurídicas, se unificaron los criterios respecto de la mora judicial y la procedencia de la acción de tutela cuando se presentan omisiones por parte de las autoridades judiciales, al no resolver oportunamente los asuntos que tienen bajo su cargo, lo que a su vez afecta derechos fundamentales como el debido proceso y de acceso a la administración de justicia,.
En efecto, ese Alto Tribunal abordó varios planteamientos desde los cuales podría llegar a presentarse un retardo injustificado en la resolución de una actuación judicial, que de contera llevaría a que el operador jurídico vulnere derechos fundamentales tales como el debido proceso y de acceso a la administración de justicia. En ese sentido, expresó:

«(…) 20. Como se indicó, el Constituyente estableció que la acción de tutela también procedía contra omisiones de las autoridades y quienes ejercen funciones materialmente jurisdiccionales les asiste esa condición. 

21. En este sentido, es probable que no sea una providencia judicial la fuente de violación del debido proceso sino que precisamente el no proferir dichas determinaciones genere una lesión a este derecho fundamental y al acceso oportuno a la administración de justicia.

22. En este contexto, el Legislador estatutario desarrolló el mandato constitucional y dispuso que: i) la administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento, ii) los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales y iii) la violación injustificada de dichos plazos constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar[66]. 

23. Asimismo, el Código General del Proceso prevé como primer deber del juez dirigir el proceso, velar por su rápida solución y adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación, así como procurar la mayor economía procesal [67]. 

24. No obstante, dicho aparato normativo no prevé un mecanismo efectivo para lograr un pronunciamiento ante la ausencia de la decisión judicial oportuna. En efecto, bien puede afirmarse que el sujeto procesal tiene la posibilidad de presentar memoriales con esa finalidad, solicitar la alteración del turno para fallar[68], hacer que el funcionario a quien corresponde la decisión del asunto remita el proceso a quien le sigue en turno de cumplirse los supuestos de pérdida automática de competencia de que trata el artículo 121 del C.G.P. o incluso solicitar la vigilancia judicial administrativa del proceso en los términos del artículo 101-6 de la Ley 270 de 1996. Sin embargo, en respuesta a dichas peticiones es necesario un nuevo pronunciamiento que también puede ser objeto de demora. 

25. Debe tenerse en cuenta que en ocasiones la dilación injustificada no es atribuible a una conducta caprichosa o arbitraria del funcionario judicial, sino que deriva de problemas estructurales de la administración de justicia, cuya congestión histórica ha impedido que los despachos se encuentren al día, por lo que es frecuente que transcurran varios años entre la presentación de la demanda y el momento en que se profiere sentencia. 

26. Esto sin contar las complejidades que se generan en virtud de la práctica de pruebas o del cumplimiento de los trámites de notificación, que aumentan los tiempos previstos por el Legislador para que el proceso concluya con un fallo estimatorio. 

27. En estos eventos, el análisis de procedencia de la acción de tutela debe tener en cuenta que materialmente el interesado se encuentra en una situación de indefensión, puesto que a diferencia de lo que ocurre en el escenario del amparo contra una providencia judicial, en el que existe una determinación que puede cuestionarse, mediante el uso de recursos ordinarios o extraordinarios; en el caso de las omisiones no existe pronunciamiento, por esta razón es precisamente, ante la ausencia de otro medio de defensa judicial eficaz que la acción de tutela es la llamada a lograr que se produzcan las decisiones tanto de trámite como interlocutorias que permitan avanzar en la resolución del asunto de fondo, que finalmente habrá de ser decidido en la sentencia. (…)».

Con base en lo expuesto, podría decirse que la procedencia de la acción de tutela por mora judicial está sustentada en el retardo injustificado por parte de la autoridad judicial en la omisión de adelantar las actuaciones que tiene bajo su cargo y, a su vez, que dicha tardanza no sea atribuible a la parte activa del litigio.

Descendiendo al caso concreto, se tiene que la razón por la cual la tutelante acude ante este juez constitucional, se contrae al hecho de que la autoridad judicial demandada no ha resuelto de manera oportuna el recurso de alzada formulado contra la decisión del 26 de octubre de 2016, en la que se aprobó la liquidación del crédito presentada por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá.
La parte actora manifestó que la tardanza en el pago de esa liquidación perjudica las arcas del Estado, en razón a que al momento de hacer la respectiva cancelación de esos emolumentos, se deberá hacer la indexación correspondiente teniendo en cuenta la fecha en la que se acredite el cumplimiento de esa obligación a cargo de la Nación - Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

No obstante, la Sala encuentra que el Tribunal accionado no ha dilatado de manera injustificada la resolución del recurso de apelación, pues si bien el expediente le fue repartido en primera lugar a un Magistrado de Descongestión, lo cierto es que la competencia para resolver dicho recurso recaía directamente en el Conjuez Ponente del proceso, el doctor Garzón Monzón, en virtud de que los Magistrados del Tribunal se encuentran impedidos para conocer del trámite del proceso
.
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En contraste con lo aquí relatado, se observa que revisada la página web de la Rama Judicial, en el módulo de Consulta de Procesos
, se destaca lo siguiente:
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En efecto, si bien la Corte Constitucional ha indicado que, la dilación injustificada que configura la violación de derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, se caracteriza por (i) el incumplimiento de los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación por parte del funcionario competente, (ii) la omisión en el cumplimiento de las obligaciones en el trámite de los procesos a cargo de la autoridad judicial y (iii) la falta de motivo razonable y prueba de que la demora obedece a circunstancias que no se pueden contrarrestar, lo cierto es que en el sub judice éstas dos últimas características no se presentan, pues la tardanza del Tribunal accionado está justificada y no es atribuible a su negligencia y omisión en el ejercicio de sus funciones.

Teniendo en cuenta lo anterior, no se aprecia que exista una dilación injustificada por parte del Conjuez Ponente, en razón a que se han surtido las etapas procesales pertinentes desde el 12 de junio de 2018, fecha en la que asumió conocimiento del expediente y, luego de ello, por auto de 16 de noviembre del año en curso, dispuso que la Oficina de Apoyo de la Sección Segunda, Subsección “B”, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca confrontara y verificara la liquidación presentada por el Juzgado Cincuenta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, previa revisión que deberá efectuar la Contadora Liquidadora de la Sección Segunda de esa Corporación, con el fin de resolver el recurso de apelación con apego a las normas aplicables al caso y teniendo de presente la liquidación correcta que llegare a presentar la aludida dependencia.

Pese a que el Tribunal accionado en la contestación no hizo mención sobre el turno en que está el proceso para dictar la correspondiente decisión, dicha autoridad no ha incurrido en mora judicial, pues ha adelantado las diligencias pertinentes con el fin de contar con los suficientes elementos de juicio para proferir la decisión que resuelva el recurso de apelación presentado por la tutelante contra el auto de 26 de octubre de 2016.

En conclusión, la Sala negará la protección de derechos invocada en la presente acción de tutela por cuanto no le asiste razón a la parte actora, al afirmar que existe una mora judicial por parte de la autoridad judicial accionada, en tanto que no se acreditó una omisión en la resolución del recurso de apelación en un tiempo razonable, tal como lo establece la sentencia SU-394 de 2016, pues se han adelantado las actuaciones pertinentes para contar con los suficientes elementos de juicio y así poder adoptar la correspondiente decisión.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA:

PRIMERO: NEGAR la protección de los derechos invocados en la acción de tutela interpuesta por MARTHA INÉZ ÁLVAREZ DEL CASTILLO, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta sentencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes y a los terceros interesados, según el procedimiento previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada la presente sentencia, dentro de los tres días siguientes a su notificación, ENVÍESE el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, dentro del día siguiente a la ejecutoria de esta providencia, de conformidad con el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Consejero
� Modificado por el art. 1 del Decreto Nacional 1983 de 2017.


� Teniendo en cuenta los factores territorial y de cuantía.


� Exp. número 1999-3806, demandantes: Beatriz Martínez Quintero y otros, Conjuez Ponente: Luis Fernando Villegas Gutiérrez. (fls. 50-72 del cuaderno anexo)


� Folios 127-137 ídem.


� Según el Acuerdo PCSJA 1710693 del 30 de junio de 2017, dictado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.


� Providencia que se notificó por estado el 21 siguiente.


� Folios 13-14.


� Entidad demandada en el citado proceso ordinario.


� Folios 15-20.


� Folios 21-22.


� Folios 72-74 y 100-103.


� Folios 18-19.


� “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”.


� “Por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela.


� "Por medio del cual se modifica el reglamento del Consejo de Estado".


� “Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de su abogado.”


� “Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.


Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.


En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.


Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.


Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”.


� Sentencia T-006 de 1992.


� Sentencia T-476 de 1998.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1027 de 2002. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Corte Constitucional C-796 de 2006. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil. 


� Ibídem. 


� Ley 270 de 1996. “Artículo 1°  La administración de justicia es la parte de la función pública que cumple el Estado encargada por la Constitución Política y la ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de realizar la convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional.                                                          


� Corte Constitucional. Sentencia SU-768 de 2014. Magistrado Ponente. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Corte Constitucional. T-1019 de 2010. Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla. 


� Corte Constitucional. T-230 de 2013. Magistrado Ponente: Luis Guillermo Guerrero Pérez. 


� Entre otras, consultar las sentencias de: (i) 10  de  agosto de 2012, Rad. No: 11001-03-15-000-2012-01093-00(AC). Actor: Domingo Enrique de Jesús Ramírez Duque. Demandado: Tribunal Administrativo de Antioquia. Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro (E) y (ii) 19 de junio 2014, Rad. No.: 25000-23-41-000-2014-00415-01(AC). Actor: Mario Aristizábal Muñoz. Demandado: Procuraduría General de la Nación.


� Ver entre otras, las sentencias: 7 de julio de 2016, exp. número 11001-03-15-000-2016-00930-01, actor: Leyda Faisury Huertas Herrera, C.P. Alberto Yepes Barreiro; 19 de octubre de 2017, exp. número 11001-03-15-000-2017-02343-00, actor: Carlos Humberto Largo Calvo, C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez y 19 de septiembre de 2018, exp. número 11001-03-15-000-2018-02390-00, actor: Marleny Nieto Rodríguez, C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.


� Lo anterior, por cuanto la bonificación establecida en el Decreto 610 de 1998 le fue reconocida a todos los funcionarios que ostentan esa dignidad pública.


� Consulta realizada el día 11 de diciembre de 2018. � HYPERLINK "http://procesos.ramajudicial.gov.co/consultaprocesos/ConsultaJusticias21.aspx?EntryId=wjt7nNRTdtAG9Bn5rlCgYrrsbsI%3d" �http://procesos.ramajudicial.gov.co/consultaprocesos/ConsultaJusticias21.aspx?EntryId=wjt7nNRTdtAG9Bn5rlCgYrrsbsI%3d� 





